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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de mayo de 2019. 

 En respuesta a la Moción solicitando consolidación bajo regla 80.1 

del reglamento del tribunal de apelaciones, se consolidan los recursos de 

epígrafe presentados por la Autoridad de Carreteras y Transportación de 

Puerto Rico (ACT o apelado) y por el Sr. Adrián Mercado Jiménez, la Sra. 

Teresa Vizcarrondo Toro y la Sociedad Legal de Bienes Gananciales 

compuesta por ambos (apelantes), respectivamente, por cuestionar las 

determinaciones emitidas por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de San Juan (TPI) el 23 de enero de 2019, notificadas el 30 del 

mismo mes y año.1  

                                                 
1 A pesar de la consolidación, se hace menester señalar que el recurso de certiorari, 
KLCE201900284, presentado ante este foro apelativo el 1 de marzo de 2019 es uno 
prematuro debido a que para esa fecha estaba pendiente de adjudicación una moción de 

reconsideración presentada ante el foro primario. Aunque dicha reconsideración fue 

resuelta el 5 de marzo de 2019, este foro apelativo está impedido de considerar el recurso 
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I. Resumen del tracto procesal  

El 25 de agosto de 2011, ACT instó un procedimiento de 

expropiación forzosa en contra de varias partes con interés, entre estos, 

los apelantes, para adquirir varias parcelas.2 En lo que concierne a los 

apelantes, estos son dueños del 25% de las parcelas 021-01 y 021-04, dos 

de las parcelas objeto de expropiación.3  

Luego de varios incidentes procesales, sobre el monto 

correspondiente de la justa compensación, el 13 de julio de 2017, ACT 

presentó un Aviso de paralización de los procedimientos por virtud de la 

presentación de la petición de quiebra presentada por el Gobierno de Puerto 

Rico bajo el Título III de la Ley PROMESA, quedándose el caso paralizado 

en virtud de la ley federal Puerto Rico Oversight, Management, and 

Economic Stability Act, 48 USC sec. 2101 et seq. (Ley PROMESA). 

El 8 de agosto de 2017, el TPI emitió una Sentencia administrativa 

mediante la cual ordenó la paralización de los procedimientos hasta tanto 

cualquiera de las partes certificara que se había levantado la paralización, 

ya sea por la conclusión del procedimiento de quiebras o mediante una 

solicitud a esos efectos de acuerdo con la Sección 362 (b) del Código 

Federal de Quiebras. 

Posteriormente, ACT y los apelantes llegaron a un acuerdo 

transaccional por una suma de $16,448.00 como justo valor de la 

propiedad expropiada. Luego de informar dicho acuerdo transaccional al 

tribunal federal, el 29 de mayo de 2018, la Jueza a cargo expresó que no 

iba a hacer ninguna determinación con respecto al mismo4, sin embargo, 

                                                 
de certiorari de conformidad con lo resuelto por nuestro Tribunal Supremo en Mun. Rincón 
v. Velázquez Muñíz, 192 DPR 989, 1000 (2015).  
2 Recurso de apelación, Apéndice I, Petición, págs. 1-11.  
3 No existe controversia sobre que los apelantes son dueños del 25% de participación de 

dichas parcelas, lo que surge de la misma Estipulación transaccional. Recurso de 
apelación, Apéndice III, Estipulación transaccional, pág. 19. También, se encuentra 

desglosado en el Exhibit A enmendado de noviembre de 2015. Recurso de certiorari, 
Apéndice, Exhibit A enmendado, pág. 20. 
4 “This Court makes no findings and expresses no opinion as to the terms and effect 

of the prepetition settlement agreement, pursuant to which the Settlement Amount 

is purportedly to be paid. Any controversy as to what is required to resolve the 
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indicó que se levantaba la paralización de manera parcial con respecto a 

los apelantes para que se resolviera cualquier controversia concerniente al 

pago.5 

Después, el 26 de junio de 2018, las partes sometieron al TPI una 

Estipulación transaccional, en la cual acordaron la suma de $26,141.326 

como justo valor del 25% de las parcelas 021-01 y 021-04 expropiadas en 

el 2011.7  

Por lo anterior, los apelantes solicitaron al foro primario el retiro de 

$26,141.32 consignados en el tribunal por concepto de la justa 

compensación. En contestación a la Solicitud de retiro de fondos, y luego 

de varios incidentes procesales, el 27 de junio de 2018, el TPI emitió una 

Orden indicando que, con respecto a la Estipulación transaccional 

presentada por las partes, el caso continuaba paralizado.8  

Tras haber instado una Solicitud de Reconsideración, la cual fue 

declarada No Ha Lugar, los apelantes comparecieron ante un panel 

hermano del Tribunal de Apelaciones mediante recurso de certiorari, 

KLCE201801384, imputándole al foro primario que erró al denegar el 

                                                 
Lawsuit should be taken up with the State Court”. (Énfasis suplido.) Recurso de 
Certiorari, Apéndice, Order denying relief sought in notice of compliance and petition for 
payment of funds (docket entry no. 345) and motion informing status of case and request 
of order (docket entry no. 406), pág. 51.  
5 The automatic stay imposed by the filing of HTA´s Title III case remains lifted to permit 

the resolution in the State Court, of any disputes as to what is required to allow 

HTA to pay Movant the Settlement Amount. (Énfasis suplido.) Recurso de Certiorari, 

Apéndice, Order denying relief sought in notice of compliance and petition for payment of 
funds (docket entry no. 345) and motion informing status of case and request of order 
(docket entry no. 406), pág. 51. 
6 Luego de que la ACT contratara al Sr. Esteban Núñez como tasador, quien llevó a cabo 

una revaloración del valor de las parcelas 021-01 y 021-04, las partes estipularon una 

justa compensación ascendente a $26,141.32. Dicho cambio sobre el contenido de la 

estipulación no le fue notificado al Tribunal Federal de Quiebras por ser este asunto de 

jurisdicción del foro primario. Recurso de Certiorari, Moción en cumplimiento de orden 

sometiendo documentos, Anejo D, Solicitud de reconsideración de sentencia parcial. 
Recurso de apelación, Apéndice III, Estipulación transaccional, págs. 19-20. 
7 En la Estipulación transaccional detallaron que a la parcela 021-01 le corresponden 

$20,606.00 y a la parcela 021-04 la suma de $11,035.32 para un total de $31,641.32 

como justa compensación correspondiente a los apelantes. Asimismo, indicaron que los 

apelantes ya retiraron la suma de $5,500 quedándose consignados $16,448.00 en el 

tribunal más $9,693.32 que ACT acordó consignar para sumar un total de $26,141.32 
no retirado aun por los apelantes. Recurso de apelación, Apéndice III, Estipulación 

transaccional, págs. 19-20.  

Véase: Recurso de certiorari, Apéndice, Pago, pág. 58. 

Véase: Recurso de certiorari, Apéndice, pág. 110. 
8 Recurso de certiorari, Apéndice, Orden, pág. 99. 
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retiro de fondos, a pesar de haberse presentado la orden del tribunal 

federal sobre el levantamiento parcial de la paralización y la Estipulación 

transaccional entre las partes. ACT compareció en apoyo a lo solicitado. El 

13 de noviembre de 2018, el panel hermano expidió el recurso solicitado, 

revocó la orden recurrida, y devolvió el caso al foro primario para que 

dictara sentencia parcial a base del acuerdo transaccional y ordenara el 

retiro de fondos. Expresó lo siguiente: 

[R]esulta claro que, si bien el caso de epígrafe se paralizó bajo 
PROMESA, en virtud de la estipulación transaccional entre la 
Autoridad de Carreteras y los peticionarios, la Hon. Juez Taylor 
Swain -a cargo de los procesos- levantó la paralización. Si bien 
dicha Orden no abarcó la totalidad del pleito, tiene el alcance de 
permitir que se dicte Sentencia Final respecto a los peticionarios, 
pues lo único pendiente respecto a ellos es determinar la suma a 
recibir por concepto de justa compensación, cantidad que ya las 
partes acordaron como parte de la estipulación aludida, la cual fue 
aceptada por el tribunal federal. 
 
… 
 
Por los fundamentos antes expuestos, EXPEDIMOS el auto 
solicitado, y REVOCAMOS la Resolución recurrida. Regresamos el 
caso al foro primario para que dicte Sentencia Parcial a base del 
acuerdo transaccional entre los peticionarios y la AC, y ordene el 
retiro de los fondos, según lo dispuesto en la estipulación aludida, 
en virtud de la cual se levantó la paralización del caso respecto a 
los peticionarios.  
 

Por consiguiente, el 9 enero de 2019, el mandato fue remitido al 

TPI.9 Devuelto el caso al TPI, el 22 de enero de 2019, los apelantes 

presentaron una Moción enmendada solicitando se ordene la expedición de 

cheque por la suma $26,141.32 a su favor de acuerdo con la Estipulación 

transaccional y según avalado por el foro apelativo.10  

En respuesta, el 23 de enero de 2019, notificadas el 30 del mismo 

mes y año, el TPI emitió una Sentencia administrativa parcial, una 

Sentencia parcial y una Resolución decretando la suma de $126,567.00 

como justa compensación a pagarse por la propiedad expropiada de las 

parcelas 021-01 y 021-04 de acuerdo con el informe de valoración rendido 

                                                 
9 Recurso de apelación, Apéndice IV, Mandato, pág. 21.  
10 Recurso de apelación, Apéndice V, Moción enmendada solicitando se ordene la 

expedición de cheque, págs. 22-23. 
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por el tasador de ACT11 y ordenó la emisión de un cheque a favor de los 

apelantes por la suma de $10,948.0012 en pago total de su interés en las 

parcelas 021-01 y 021-04, entre otras determinaciones.13 

Inconformes, el 14 de febrero de 2019, los apelantes instaron tanto 

una Moción de reconsideración de resolución como una Moción de 

reconsideración de sentencia parcial.14 En esa misma fecha, ACT también 

presentó una Solicitud de reconsideración de sentencia parcial, de 

sentencia parcial administrativa de resolución.15 

El 20 de febrero de 2019, el TPI notificó una Orden con respecto a la 

Moción enmendada solicitando se ordene la expedición de cheque indicando 

que se dispuso de la misma mediante la Resolución del 23 de enero de 

2019.16  

El 25 de febrero de 2019, notificada el 28 del mismo mes y año, el 

TPI declaró No Ha Lugar la Moción de reconsideración de resolución. 

Igualmente, el 28 de febrero de 2019, notificada 5 de marzo de 2019, 

declaró No Ha Lugar la Moción de reconsideración de sentencia parcial. 

También en esta última fecha, el TPI dictó No Ha Lugar la Solicitud de 

reconsideración de sentencia parcial, de sentencia parcial administrativa de 

resolución.  

El 1 de marzo de 2019, la apelada compareció mediante el recurso 

de certiorari, KLCE201900284, ante este Tribunal de Apelaciones.  

                                                 
11 Recurso de certiorari, Informe de valoración de Esteban Núñez, págs. 133-141. 
12 El TPI en la nota al calce núm.2 en su Resolución indicó que la suma por concepto de 

justa compensación acordada en la Corte Federal era de $16,448.00 y considerando que 

el 23 de febrero de 2015 se expidió un cheque por la suma de $5,500.00 a favor de los 

apelantes, solo restaba el desembolso de $ 10,948.00 a favor de estos para completar el 
pago dispuesto en la orden del Tribunal Federal de Quiebras. Recurso de apelación, 
Apéndice VIII, Resolución, págs. 55-56.  
13 Recurso de apelación, Apéndice VI, Sentencia administrativa parcial, págs. 48-50. 

Recurso de apelación, Apéndice VII, Sentencia parcial, págs. 51-53. 

Recurso de apelación, Apéndice VIII, Resolución, págs. 54-58. 
14 Recurso de apelación, Apéndice XI, Moción de reconsideración de resolución, págs. 61-

64. 

Recurso de apelación, Apéndice XII, Moción de reconsideración de sentencia parcial, págs. 
69-72. 
15 Recurso de Certiorari, Moción en cumplimiento de orden sometiendo documentos, Anejo 

D, Solicitud de reconsideración de sentencia parcial.  
16 Recurso de apelación, Apéndice IX, Orden y notificación, pág. 59. 
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Por su parte, el 27 de marzo de 2019, los apelantes presentaron una 

Apelación o certiorari ante este Tribunal de Apelaciones señalando la 

comisión de los siguientes señalamientos de error por el foro primario: 

A. Incidió y erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia el emitir 
una resolución y una sentencia parcial incompatibles con el 
mandato del Tribunal de Apelaciones en el caso KLCE201801384 
contraria a la esencia del respeto y estabilidad del derecho bajo la 
regla del mandato (mandate rule). 
 

B. Incidió y erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al ordenar 
el pago a las partes aquí comparecientes de una suma distinta a la 
determinada por el Honorable Tribunal de Apelaciones en el caso 
KLCE201801384. 
 

C. Incidió y erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia en hacer 
caso omiso a lo determinado por el Honorable Tribunal de 
Apelaciones e ignorar totalmente la estipulación transaccional entre 
las partes en el caso K EF2011-0240 avalada por el Honorable 
Tribunal de Apelaciones en el caso KLCE201801384.  

Superados unos incidentes procesales, el 1 de abril de 2019, la 

apelada sometió su Contestación a certiorari o apelación. 

El 2 de mayo de 2019, los apelantes presentaron una Moción 

solicitando consolidación bajo regla 80.1 del reglamento del tribunal de 

apelaciones, por lo que consolidamos los recursos KLCE20190028417 y 

KLAN201900334. 

II. Exposición de Derecho 

A. Mandato y doctrina de “Ley del caso” 

La Regla 84 (E) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA 

Ap. XXII-B, dispone acerca del mandato que “[t]ranscurridos diez (10) días 

laborables de haber advenido final y firme la decisión del Tribunal de 

Apelaciones, el Secretario(a) enviará el mandato al Tribunal de Primera 

Instancia o a la agencia correspondiente, junto con todo el expediente 

original, cuando éste haya sido elevado”. 

                                                 
17 Como indicamos anteriormente, de conformidad con lo resuelto en Mun. Rincón v. 

Velázquez Muñíz, 192 DPR 989, 1000 (2015), este Tribunal de Apelaciones carece de 

jurisdicción para atender en sus méritos el recurso de certiorari presentado por los 

apelados el 1 de marzo de 2019 por ser este prematuro. 
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El mandato es “una orden de un tribunal superior a uno de inferior 

jerarquía, notificándole haber revisado el caso en apelación y enviándole 

los términos de su sentencia”. Mejías et al. v. Carrasquillo et al., 185 DPR 

288, 300-301 (2012) citando a I. Rivera García, Diccionario de Términos 

Jurídicos, New Hampshire, Ed. Equity Publishing Corporation, 1976, pág. 

158. En este sentido, “es el medio oficial que posee un tribunal apelativo 

para comunicar a un tribunal inferior la disposición de la sentencia objeto 

de revisión y para ordenarle el cumplimiento de lo acordado”. Id. pág. 301.  

El objetivo del mandato es “lograr que el tribunal inferior actúe en forma 

consistente con los pronunciamientos del tribunal apelativo”. Id.; El Pueblo 

de Puerto Rico v Serrano Chang, Opinión del 21 de diciembre de 2018, 2018 

TSPR 205, 201 DPR ___ (2018). 

Sobre el mandato y la jurisdicción del foro primario nuestro más alto 

foro ha indicado: 

[U]na vez se remite el mandato por el Secretario del Tribunal, el caso 
que estaba ante la consideración de dicho foro finaliza para todos 
los efectos. Así pues, el tribunal inferior adquiere la facultad de 
continuar con los procedimientos, según lo que haya dictaminado 
el tribunal apelativo...Una vez el mandato es remitido al tribunal 
inferior, este readquiere jurisdicción sobre el caso, a los únicos fines 
de ejecutar la sentencia, tal como fue emitida en apelación, y el 
tribunal apelativo pierde la suya. 
 

Id. Colón y otros v. Frito Lay, 186 DPR 135, 153-154 (2012).  
 

También, ha expresado que “el mandato guarda una función dual 

que impacta la jurisdicción del tribunal de menor jerarquía. 

Primeramente, le reviste nuevamente con autoridad sobre el caso, a la vez 

que le permite disponer de éste conforme las directrices impartidas por la 

resolución o sentencia concernida”. Id. pág. 155. 

Una vez “recibido el mandato, lo resuelto por el tribunal apelativo 

constituye la ley del caso y el tribunal inferior debe limitarse a cumplir con 

lo ordenado”. Rosso Descartes v. BGF, 187 DPR 184, 192 (2012). Es decir, 

“[e]l foro primario debe circunscribirse a lo dispuesto por el foro apelativo, 

lo cual constituye la ley del caso entre las partes”. Id. De acuerdo con la 



 
 

 
 

KLCE201900284 cons. con KLAN201900334 
 

 

8 

doctrina de la ley del caso “las determinaciones y asuntos decididos y 

considerados por un tribunal, en particular por un foro apelativo, obligan 

tanto a un tribunal inferior como al que las dictó e impiden que puedan 

ser reexaminados [, por lo cual,] [e]stos asuntos y dictámenes gozan de 

finalidad y firmeza”. Id. Su propósito consiste en “velar por el trámite 

ordenado y pronto de los litigios, al igual que promover la estabilidad y 

certeza del derecho”. Id. 

A pesar de lo anterior, nuestro Tribunal Supremo ha explicado en 

detalle con respecto al cumplimiento del mandato emitido por el foro 

apelativo lo siguiente: 

[S]i bien es cierto que los tribunales de menor jerarquía le deben 
obediencia y fiel cumplimiento al mandato judicial de un 
tribunal de mayor rango, estos mantienen discreción para 
reconsiderar asuntos que no fueron expresamente o 
implícitamente decididos por el tribunal que emitió la orden de 
mandato…Lo anterior no debe interpretarse como un cheque 
en blanco para que los tribunales inferiores actúen fuera de la 
orden dictada. Por ello, se debe entender que son solo aquellos 
asuntos que son ajenos al mandato judicial los que este foro 
inferior podrá revisar. A saber, aquellos asuntos que no surgen de 
manera explícita o implícita. En cuanto a las explícitas, se 
entenderá que son aquellas que surgen de la sentencia claramente 
y sin espacio a ambivalencias. Sin embargo, las implícitas son las 
que establece el caso de Pan American v. Tribunal Superior, [97 DPR 
435 (1969)], es decir, aquellas cuestiones que si bien no se litigaron 
pudieron haberlo sido y no lo fueron; o aquellas que bien se 
desprenden del mandato mismo, así como aquellas que se deben 
realizar para que resulte efecto el mandato. 
 

Mejías et al. v. Carrasquillo et al., supra, págs. 302-303. (Énfasis 

suplido.)  

 

III. Aplicación del Derecho a los hechos 

En lo que concierne al recurso de certiorari, KLCE201900284, la 

apelada acudió el 1 de marzo de 2019 ante este foro apelativo solicitando 

la revocación de las determinaciones emitidas por el foro primario el 23 de 

enero de 2019, notificadas el 30 del mismo mes y año. No obstante, luego 

de notificado el dictamen, la apelada, al igual que los apelantes, 

presentaron sus mociones de reconsideración ante el foro primario, el 14 

de febrero de 2019. Al instarse las peticiones de reconsideración quince 
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(15) días después de notificada la sentencia y cumpliendo con el requisito 

de especificidad, su presentación se reputa como oportuna, pues ocurrió 

dentro del término dispuesto por la Regla 47 de las de Procedimiento Civil, 

32 LPRA Ap. V, R. 47.  

Habiéndose presentado el recurso de certiorari el 1 de marzo de 

2019, la apelada acudió en alzada ante nosotros en un momento 

previo a que el TPI hubiese dispuesto finalmente de las mociones de 

reconsideración presentadas, que para esa fecha aún quedaban 

pendiente por resolverse. La oportuna presentación de una moción de 

reconsideración, (como las presentadas en el presente caso), cumplidos los 

requisitos de especificidad, tuvo el efecto inmediato de paralizar los 

términos que las partes tenían para acudir ante este foro intermedio, hasta 

que el foro primario dispusiera finalmente de la misma. Mun. Rincón v. 

Velázquez Muñiz, 192 DPR 989, 1000 (2015). Los términos para recurrir 

ante nosotros comenzaban a correr nuevamente desde la fecha en que el 

TPI resolvió la moción de reconsideración, y archivó en autos copia de su 

determinación, en este caso, el 5 de marzo de 2019. Id. Es decir, contrario 

a lo que ocurría bajo la Regla 47 de Procedimiento Civil de 1979, en la que 

el término para recurrir en alzada se entendía interrumpido únicamente 

si el tribunal consideraba la moción, ahora la mera presentación 

oportuna paraliza automáticamente el término concedido en ley para 

acudir ante un tribunal de mayor jerarquía y comenzará a transcurrir 

una vez resuelva definitivamente la solicitud de reconsideración. 

Morales y otros v. The Sheraton Corp., 191 DPR 1 (2014). La consecuencia 

de la apelada haber presentado su recurso apelativo previo a la resolución 

de las peticiones de reconsideración que estaban pendiente de 

adjudicación ante el TPI, es la desestimación, por actuación prematura. 

Mun. Rincón v. Velázquez Muñíz, 192 DPR 989, 1000 (2015). 
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En el recurso de apelación, KLAN201900334, los apelantes 

señalaron que el TPI incidió al emitir una Resolución y Sentencia parcial 

incompatibles con el mandato del foro apelativo en el caso 

KLCE201801384 resuelto el 13 de noviembre de 2018. En particular, 

detallaron que el TPI incidió al ordenar el pago de $10,948.00 en pago total 

de la justa compensación por las parcelas 021-01 y 021-04, lo que es una 

suma distinta a la determinada por las partes en la Estipulación 

transaccional ascendente a $26,141.32 y avalada por el foro apelativo en 

el aludido caso. Por estar estrechamente relacionados, los errores 

señalados se discutirán en conjunto. 

Examinada la Sentencia del 13 de noviembre de 2018 emitida por el 

foro revisor hermano, este determinó que la paralización del caso en 

cuestión ante el tribunal federal se levantó parcialmente con respecto a los 

apelantes, lo que permitía poner en vigor la Estipulación transaccional de 

las partes. También, expresó con claridad que “lo único pendiente respecto 

a los [apelantes] e[ra] determinar la suma a recibir por concepto de justa 

compensación, cantidades que ya las partes acordaron como parte de la 

estipulación aludida, la cual fue aceptada por el tribunal federal”.18 Por lo 

anterior, el foro apelativo devolvió el caso al foro primario para que dictara 

sentencia parcial a base de dicho acuerdo transaccional entre las partes, 

y que ordenara el retiro de fondos en virtud de la cual se levantó la 

paralización.  

Una vez remitido el mandato, el foro primario con jurisdicción 

decretó que la suma a pagarse por concepto de justa compensación de las 

parcelas 021-01 y 021-04 a favor de los apelantes era de $10,948.00. 

Como vemos, dicha actuación por el TPI contraviene la determinación del 

foro apelativo que claramente ordenó que la suma a determinarse era la 

                                                 
18 Recurso de apelación, Apéndice XII, Sentencia del 13 de noviembre de 2018, págs. 76-

77. 
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que se desprendía de la Estipulación transaccional. Surge de la sentencia, 

y corroborado en la Estipulación transaccional entre las partes, que era de 

conocimiento del TPI que la suma, a la cual el foro apelativo se refería, era 

la de $26,141.32.19  

El TPI partió de la suma de $16,448.00 de la estipulación inicial 

presentada en el tribunal federal, en virtud de la cual se había levantado 

parcialmente la paralización a favor de los apelantes y de esa suma restó 

$5,500.00, suma del cheque expedido a favor de los apelantes el 23 de 

febrero de 2015 para llegar a determinar la suma de $10,948.00. Su 

actuación contraviene e ignora la Estipulación transaccional que se había 

presentado posteriormente al TPI y sin haberse informado al tribunal 

federal por ser el asunto de la jurisdicción del foro estatal.20 Del mismo 

modo, descontó erróneamente la suma de $5,500.00, que ya había sido 

cobrada anteriormente, de la suma de $16,448.00 consignada.  

De la Estipulación transaccional avalada por nuestro foro apelativo 

en su Sentencia del 13 de noviembre de 2018, se desprende que las partes 

acordaron la suma de $31,641.32 como pago total de la justa 

compensación para las parcelas 021-01 y 021-04 a favor de los apelantes. 

De dicha suma, el 23 de febrero de 2015, los apelantes cobraron $5,500.00 

en virtud de un cheque21 que le fue expedido para quedar pendiente de 

cobro $26,141.32. La apelada había consignado $16,448.00 en el tribunal, 

por lo que, el 22 de junio de 2018, procedió a consignar la diferencia, es 

decir, la suma de $9,693.32 para completar la suma de $26,141.32.22 

Por los fundamentos anteriormente expuestos, desestimamos el 

recurso de certiorari por falta de jurisdicción por ser uno prematuro. 

                                                 
19 Recurso de apelación, Apéndice XII, Sentencia del 13 de noviembre de 2018, págs. 74, 

76-77.  

Recurso de apelación, Apéndice III, Estipulación transaccional, págs. 19-20. 
20 Recurso de Certiorari, Apéndice, Order denying relief sought in notice of compliance 
and petition for payment of funds (docket entry no. 345) and motion informing status of 

case and request of order (docket entry no. 406), pág. 51. 
21 Recurso de certiorari, Apéndice, pág. 58. 
22 Recurso de certiorari, Apéndice, pág. 110. 
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Además, en relación al recurso apelativo, ordenamos la modificación de la 

Resolución y Sentencia parcial emitidas por el TPI con respecto al pago por 

concepto de justa compensación de las parcelas 021-01 y 021-04 a favor 

de los apelantes. A tenor con el razonamiento aquí expuesto, devolvemos 

el caso al foro primario para que ordene la entrega de la suma de 

$15,193.3223 en pago total de la justa compensación a favor de los 

apelantes.  

 Lo pronunció y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria. 

 
 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

                                                 
23 Los apelantes retiraron la suma de $10,948.00, por lo cual restan a su favor 

$15,193.32. 


